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			Las reformas agrarias del Frente Nacional: reabriendo el caso

			Resumen

			En este libro se presentan los resultados de investigación del Observatorio de tierras sobre la reforma agraria más importante del siglo XX en Colombia. El Frente Nacional (1958-1974) fue un acuerdo de cogobierno entre los dos grandes partidos de ese momento, el Liberal y el Conservador, que habían estado adelantando ‘una guerra civil no declarada’ durante el periodo inmediatamente anterior, conocido como La Violencia. Durante el Frente Nacional se aprobaron dos grandes leyes de reforma agraria: una en 1961 (Ley 135) y otra en 1968 (Ley 1). Entre los propósitos de la segunda estaba profundizar y desarrollar la primera. Finalmente, desde enero de 1972 a través del llamado Pacto de Chicoral se inició el proceso de desmonte radical del proyecto reformista del Frente Nacional (Villamil Chaux, 2015, p. 47). Chicoral fue un golpe mortal a una política que ya por entonces caía muy lejos de los objetivos distributivos que se había propuesto. Dado este desenlace, y la persistente y brutal concentración de la tierra en Colombia, a las reformas del Frente Nacional se les hacen una multitud de reproches. Esta obra presenta un análisis profundo de las reformas y trata de responder una pregunta recurrente: ¿Por qué tuvieron las reformas agrarias del Frente Nacional un efecto distributivo apenas ‘marginal’?
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			Agrarian Reforms During the National Front: Reopening the Case

			Abstract

			This book presents the research results published by the Land Observatory on the most important agrarian reform of the twentieth century in Colombia. The National Front (1958-1974) was a co-government agreement between the two major parties of the time, the Liberal and Conservative Parties, which had been waging “an undeclared civil war” during the immediately preceding period known as La Violencia. During the National Front, two major land reform laws were passed: one in 1961 (Law 135) and the other in 1968 (Law 1). Among the purposes of the latter was to deepen and develop the former. Finally, in January 1972, through the so-called Chicoral Pact, the radical dismantling process of the reformist project of the National Front began (Villamil Chaux, 2015, p. 47). Chicoral was a mortal blow to a policy that, by then, was already falling far from the distributive objectives it had proposed. Given this outcome and the persistent and brutal concentration of land in Colombia, these reforms during the National Front have been widely criticized. This book presents an in-depth analysis of the reforms, seeking to answer a recurrent question: Why did the agrarian reforms during the National Front have only a “marginal” distributive effect?
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			Cronología de la reforma agraria


			FechaAcontecimiento

			1958Inicio del Frente Nacional con el periodo presidencial del candidato liberal Alberto Lleras Camargo.

			Noviembre de 1958Reforma administrativa que organiza el servicio civil, la carrera administrativa, entre otros.

			1959Presentación en el Congreso de un primer proyecto de ley de reforma agraria que se retira por falta de apoyo político.

			Septiembre de 1960Creación del Comité Nacional Agrario (cna) para debatir con distintas facciones políticas sobre un proyecto de ley de reforma agraria.

			Octubre de 1960Carlos Lleras Restrepo realiza gira nacional para promocionar la reforma agraria.

			7 de noviembre de 1960Presentación ante del Congreso del proyecto de ley de reforma agraria.

			15 de diciembre de 1961Aprobación de la Ley 135 de 1961 de reforma agraria.

			1962Expedición del Decreto 1489 de 1962 que amplió las facultades del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) en cuanto a la adquisición de tierras para reforma agraria y a su destinación productiva.

			7 de agosto de 1962Inicio del periodo presidencial del conservador Guillermo León Valencia.

			10 de junio de 1966Carlos Lleras Restrepo convoca el Comité Operativo encargado de estudiar y proponer un proyecto de participación masiva del campesinado en la política agraria.

			7 de agosto de 1966Inicio del periodo presidencial del liberal Carlos Lleras Restrepo.

			Diciembre de 1966Carlos Lleras Restrepo conforma un comité con representación bipartidista y apoyo del Incora y el Ministerio de Agricultura encargado de modificar la política de reforma agraria.

			Marzo de 1967Presentación del informe de una comisión parlamentaria que critica los resultados de la reforma agraria.

			Mayo de 1967Expedición del Decreto 755 de 1967 que crea la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (anuc) e inicio de la Campaña Nacional de Organización Campesina.

			22 de septiembre de 1967El Consejo de Estado expide sentencia que bloquea la posibilidad de convertir la expropiación y la extinción de dominio en mecanismos preferentes para la dotación de tierras.

			26 de enero de 1968Aprobación de la Ley 1 de 1968 que modifica la Ley 135 de 1961.

			2 de junio de 1968Gran Marcha Campesina promovida por el gobierno de Carlos Lleras Restrepo.

			Julio de 1969Enrique Peñalosa Camargo, gerente del Incora, es acusado de comprar tierras a un propietario que las había acaparado ilegalmente.

			Mayo de 1970La Sociedad de Agricultores de Colombia (sac) anuncia que la reforma agraria contradice toda política de desarrollo agrario.

			Junio de 1970El Incora anuncia concentración parcelaria en Jamundí (Valle del Cauca) que implica la expropiación de más de 10 000 hectáreas.

			7 de julio de 1970Primer Congreso de la anuc con 6800 delegados. La organización contaba con 845 000 afiliados aproximadamente.

			7 de agosto de 1970Inicio del periodo presidencial del conservador Misael Pastrana Borrero.

			Octubre de 1970Por solicitud de la Organización para la Agricultura y la Alimentación (fao), el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (iica) y el Centro Interamericano de Desarrollo Rural y Reforma Agraria (cira) adelantaron un diagnóstico sobre la reforma agraria.

			4 de noviembre de 1970Misael Pastrana Borrero crea el Comité Evaluador de la Reforma Agraria (cera).

			30 de enero de 1971El cera entrega su primer informe sobre la reforma agraria.

			21 de febrero de 1971Movilización de la anuc que desemboca en la “recuperación” o toma de aproximadamente 1250 haciendas y latifundios improductivos. La sac se pronuncia rechazando las tomas de tierras y solicitando la intervención inmediata de las instituciones.

			Marzo de 1971Carlos Villamil Chaux es removido de su cargo de gerente del Incora por sus declaraciones en favor de la toma de tierra.

			Junio de 1971Crisis ministerial del gobierno Pastrana Borrero que condujo a la renuncia de ministros, gobernadores y otros funcionarios.

			22 de agosto de 1971Primer Mandato Campesino en que la anuc rompe con el gobierno y los partidos políticos tradicionales.

			Diciembre de 1971Políticos y gremios demandan al gobierno llegar a un acuerdo político sobre la reforma agraria.

			9 de enero de 1972Pacto de Chicoral.

			Abril de 1972Gobierno cancela la personería jurídica a la anuc.

			Julio de 1972Segundo Congreso de la anuc en Sincelejo en que se ratifica la oposición al gobierno de Pastrana Borrero y la decisión de romper relaciones con el gobierno. Durante este congreso se produce la ruptura interna y la anuc se divide, conformándose lo que posteriormente se conocería como la línea Sincelejo y la línea Armenia.

			Noviembre de 1972Congreso paralelo de la anuc en el que los participantes están en contra de romper relaciones con el gobierno y deciden construir la línea Armenia.

			Febrero de 1973El Incora anuncia que no adjudicará tierras invadidas y sancionará a los beneficiarios de la reforma que participen en toma de tierras.

			13 de abril de 1973Publicación de la Ley 4 de 1973 y la Ley 5 de 1973 que modifican la política de reforma agraria.

			Febrero y marzo de 1974El Comité Ejecutivo de la línea Sincelejo llamó a una ofensiva contra el latifundio y se registró la última gran movilización campesina del periodo.

			7 de agosto de 1974Inicio del periodo presidencial del liberal López Michelsen y finalización formal del Frente Nacional.

		


		
Las reformas agrarias del Frente Nacional: 
reabriendo el caso


			Francisco Gutiérrez Sanín

			Introducción


			El Frente Nacional (1958-1974) fue un acuerdo de cogobierno entre los dos grandes partidos de ese momento, el Liberal y el Conservador, que habían estado adelantando “una guerra civil no declarada” durante el periodo inmediatamente anterior, conocido como la Violencia. Durante el Frente Nacional, se aprobaron dos grandes leyes de reforma agraria: una en 1961 (Ley 135) y otra en 1968 (Ley 1). Entre los propósitos de la segunda estaba profundizar y desarrollar la primera. Finalmente, desde enero de 1972, a través del llamado Pacto de Chicoral, se inició el proceso de desmonte radical del proyecto reformista del Frente Nacional (Villamil Chaux, 2015, p. 47). La literatura coincide en señalar que Chicoral fue un golpe mortal a una política que ya por entonces caía muy lejos de los objetivos distributivos que se había propuesto. Dado este desenlace, y la persistente y brutal concentración de la tierra en Colombia, a las reformas del Frente Nacional se les hacen una multitud de reproches. Parecen pertenecer definitivamente a un mundo ya pasado y, en esencia, de ingrata recordación.

			Lo primero que se les achaca es simplemente que no hicieron la tarea. En efecto, sus resultados distributivos fueron pobres. Aun las interpretaciones más benévolas (Lipton, 20091) coinciden en que la reforma no generó cambios decisivos en las estructuras agrarias colombianas. Pese a la distancia de décadas, es difícil pasar de conclusiones muy gruesas con respecto a ello dado el estado actual de la literatura, pues típicamente las evaluaciones arrojan resultados que son difíciles de compatibilizar (periodos, criterios, fuentes y cifras diferentes). Según Machado (2009), “en el periodo 1961-1999 el Incora [Instituto Colombiano de la Reforma Agraria] afectó con fines redistributivos 1,8 millones de hectáreas, de los cuales 1,4 millones fueron tierras compradas por el instituto, solo 70.000 hectáreas correspondieron a acciones de expropiación y 350.000 hectáreas fueron tierras cedidas al Fondo Nacional Agrario” (p. 95). En contraste, la reforma hizo mucho más énfasis en la promoción de la colonización.

			Un estudio contratado por el propio Incora (Diago, 1983) concluye:

			Por compra, expropiación y cesión el Incora adquirió 839.793 hectáreas que equivalen apenas al 2,7 % del área considerada como frontera agrícola y extinguió el derecho de dominio sobre 3.621.289 hectáreas que representan el 11.7 %. Para lograr lo anterior hubo que invertir un total de 38.555 predios los cuales cubrían 14.6 millones de hectáreas. De estas, 11 millones correspondieron a tierras sobre las cuales se iniciaron procesos de extinción de dominio. (p. 37)

			Es verdad que estos resultados son bastante modestos. Pero no es claro que sean insignificantes, como se presenta a menudo: tres millones y medio de hectáreas cuyo dominio se ha extinguido no es algo que se pueda calificar de irrelevante. Y desde una perspectiva micro Galán (2019) muestra que los campesinos que recibieron tierra en el marco de la reforma pueden haber mejorado significativamente sus trayectorias vitales. Más aún, hay que tener en cuenta que las tierras compradas, que varios autores ponen de manera más o menos automática en la categoría de fracaso reformista, a menudo fueron adquiridas por el Incora después de que los campesinos invadieran los predios respectivos, lo que precipitó la intervención de la agencia.

			Con todo y ello, la brutal concentración de la tierra que ha caracterizado a Colombia durante décadas se mantuvo. Es este desenlace el que no está muy abierto a la discusión. Y genera toda serie de preguntas, comenzando por la fundamental y obvia: ¿por qué?

			Se aduce con frecuencia que las reformas agrarias del Frente Nacional resultaron de un sistema excluyente y cerrado, cuyas élites en realidad no querían propiciar transformación alguna; constituían más un mascarón de proa, un simple engaño, que un esfuerzo real. En realidad, expresaban únicamente pulsiones provenientes del exterior, en particular, de los Estados Unidos y la Alianza para el Progreso. Según Machado (2009), por ejemplo, “al contrario de Europa y Asia, [nuestra reforma agraria] no fue promovida por fuerzas endógenas sino por los intereses de los Estados Unidos” (p. 47). De hecho, las reformas agrarias corresponderían a modelos intervencionistas y centralistas que resultan de modelos estatales pertenecientes al pasado. Ellos implican la rotulación abusiva de las características y demandas de la sociedad civil (véase, por ejemplo, Scott, 2020; y tras de él muchos autores), que distorsionan las dinámicas tanto sociales como productivas; fracasaron en todo el mundo en desarrollo (Machado, 2009). Ambos tipos de crítica coinciden en su evaluación a rajatabla de la “modernidad estatista”: las reformas agrarias “de derecha e izquierda” dejaron un yermo, que se expresó en una ampliación desastrosa de la frontera agraria (Gootenberg, 2016).

			Puede afirmarse, a unas cuantas décadas de distancia, que algunos de los aspectos cruciales de este balance negativo son inobjetables. El Frente Nacional fue, en efecto, un régimen político caracterizado por cierres institucionales explícitos. Ya vimos que la redistribución de tierras que se hizo en el marco de las dos reformas agrarias frentenacionalistas fue bastante modesto. Como contraprestación de un esfuerzo político, social y fiscal muy significativo, apenas sí se produjeron cambios sostenibles en la tenencia de la tierra en el país.

			Frente a todo esto, que parece bastante abrumador, ¿qué sentido tiene la intentona que constituye el objetivo central de este libro de reabrir el caso de las reformas agrarias frentenacionalistas?, ¿qué importancia conceptual o de políticas públicas puede tener?

			A esta pregunta se le puede dar, en esencia, tres clases de respuestas diferentes analíticamente, pero que se intersectan. La primera es que, incluso, si nos podemos poner de acuerdo sobre la caracterización del desenlace (un fracaso distributivo), tener explicaciones malas o ­engañosas de ese fracaso puede llevar a nuevas calles ciegas desde el punto de vista de la política. Y, en efecto, apenas se araña la superficie de la experiencia reformista, se encuentra que los diagnósticos de fracaso de las reformas agrarias del Frente Nacional están llenos de problemas. La frase citada de Machado (2009) es un buen ejemplo de ello. Se puede demostrar muy cómodamente que la reforma colombiana sí estaba impulsada por “fuerzas endógenas”, que tenían una larga tradición de lidiar con estos problemas: dentro del estado, dentro de los partidos y dentro de los movimientos sociales. Eso lo reitera abundantemente este libro; pero la tarea de explicarlo la inició hace casi cincuenta años, con meticuloso detalle, Hirschman (1963). Contrariamente a lo afirmado por Machado (2009), muchas reformas agrarias de la segunda posguerra estuvieron asociadas a espectaculares éxitos en lo productivo, lo social y lo político (ver la cuidadosa evaluación de Lipton, 2009; para casos específicos, véase, por ejemplo, You, 2015). Y una parte significativa de ellas, que incluye a algunas de las más espectacularmente exitosas, fueron impulsadas por los Estados Unidos (Putzel, 1992, explica muy bien cómo y por qué). Aún más, la relación entre la “iniciativa estadounidense” y la “endógena” era de manera que no deja mucho lugar a dudas razonables mucho mejor en Colombia que en Corea del Sur en el momento de emprender sus respectivas reformas agrarias. En realidad, ninguno de los varios supuestos explícitos o implícitos contenidos en la frase (las reformas agrarias en general no han funcionado, la colombiana estaba comparativamente en peor posición porque no estaba alimentada por fuerzas endógenas, las reformas predominantemente endógenas funcionan mejor que las predominantemente exógenas) parece sostenerse. Algo similar ocurre cuando se consideran muchos otros diagnósticos de las consecuencias negativas imputadas a las reformas agrarias.

			Este ejemplo, uno de muchísimos posibles, escogido precisamente por contener aserciones que parecen creíbles prima facie, invita a una consideración mucho más cuidadosa de las aserciones que se hacen sobre las reformas frentenacionalistas, un guante que recogemos. Saber por qué Colombia tuvo una reforma agraria apenas “marginal” (según la tipología de reformas agrarias construida por García, 1968) desde el punto de vista distributivo es analíticamente muy importante. También de políticas públicas. Tener malas explicaciones de estos desenlaces puede tener impactos negativos sobre esfuerzos futuros de transformación.

			La segunda razón es que, incluso si las reformas agrarias frentenacionalistas no produjeron “las transformaciones estructurales” que se proponían, al menos en el papel sí pudieron haber generado efectos laterales bastante grandes, algunos no esperados o imaginados por sus arquitectos, otros sí; algunos positivos, otros negativos. ¿Cambiaron al mundo agrario, y si es así solo en un sentido negativo, típico del estatismo modernista? ¿O hay algo más? ¿Y qué se puede decir análogamente sobre el estado y el sistema político?

			Por último, ¿qué implicaciones puede tener el resultado de las reformas agrarias del Frente Nacional sobre la manera en que evaluamos hoy las políticas públicas relativas al mundo agrario? Sería razonable conjeturar que esta pregunta no se puede responder seriamente sin considerar en detalle qué se hizo bien o mal en anteriores procesos de cambio. Uno de los pecados mortales, de las maldiciones, diría, de los esfuerzos de cambio en Colombia es que los reformistas de hoy tienden a mirar por encima del hombro a los de ayer. Por ejemplo, uno de los ministros de Agricultura del primer gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014), Juan Camilo Restrepo,2 insistió en la necesidad de no repetir los supuestos errores de las reformas agrarias del pasado; no había que limitarse a proveer tierras, sino que había que enfatizar en bienes públicos, lo que constituía una “nueva visión del desarrollo rural” (Restrepo y Bernal Morales, 2014, p. 145). Doble error de perspectiva. Ni las reformas agrarias del Frente Nacional se reducían a la tierra, por consiguiente, la idea de la necesidad de proveer bienes públicos tenía poco o nada de nuevo, ni el acceso a la tierra se podía tomar por descontado. De hecho, considerar el problema de tal acceso como algo pasado de moda o simplemente obsesivo significa dar un claro paso atrás. El propio líder de los esfuerzos por establecer una reforma agraria creíble durante el Frente Nacional, Carlos Lleras Restrepo, lo explicó con gran claridad. Claro que se necesitaba más que la tierra, pero “no debe permitirse que el énfasis pase de lo fundamental a lo complementario, ni que la llamada concepción integral conduzca, como ha acontecido algunas veces, a que se quiera ofrecer a los campesinos todo excepto la tierra” (citado en Villamil Chaux, 2015, p. 25).

			Es notable que esa oferta de “todo menos la tierra” parezca haberse cristalizado en la implementación de la llamada Reforma Rural Integral (rri) que resultó del acuerdo de paz de 2016. En efecto, el énfasis en lo complementario y no en lo fundamental podría explicar, al menos, en parte por qué los resultados agregados del periodo posterior al proceso de paz caen bastante por debajo de los estándares reformistas del Frente Nacional (Gutiérrez Sanín, 2020). Creo que esto ilustra bien por qué es mejor tratar de entender con algún nivel de precisión qué se hizo bien o mal durante las reformas pasadas; difícil mejorar el desempeño en el presente y el futuro si no se pasa por allí.

			En esta introducción, considero cada una de estas tres dimensiones por separado, y después paso a exponer las respuestas, así sean provisionales y tentativas, que ofrece cada uno de los capítulos. Naturalmente, ellos no cubren toda la agenda posible de temas que sería necesario plantear (más abajo vuelvo sobre esto); pero sí dan cuenta de temas cruciales desatendidos hasta el momento. Al hablar de los capítulos, destacaré una cuarta y fundamental razón para volver al análisis de lo ocurrido con las reformas agrarias del Frente Nacional: porque son interesantes, endiabladamente interesantes. Más allá de cualquier anteojera doctrinaria o teórica, muestran una variedad de resultados inesperados, de complejas interacciones políticas y de alineamientos sorprendentes. Una vez más, algo que supo entender bien Hirschman (1963).

			Las explicaciones y sus problemas


			¿Por qué tuvieron las reformas agrarias del Frente Nacional un efecto distributivo apenas “marginal”? Habría que comenzar por introducir algunas consideraciones importantes en la evaluación misma. Aunque, como señalé arriba, creo que ella se sostiene de manera agregada más allá de dudas razonables, el resultado presentó significativas variaciones territoriales y longitudinales. Ante todo, hay una diferencia significativa entre los arreglos de 1961 y los de 1968. La reforma agraria de 1968 potenció significativamente la redistribución de tierras (Escobar, 1983; Villamizar Chaux, 2015). También hay una fuerte variación regional en sus efectos. En algunos departamentos y regiones, avanzó de manera visible, en otros apenas generó impactos. Una importante fuente de la variación, tanto territorial como longitudinal, de las reformas parece haber sido la confluencia entre realineamiento parcial del estado en el territorio y las demandas campesinas. Esto, de hecho, no era tan nuevo. La reforma de 1936, en general vista con mejores ojos por la literatura, aunque con efectos probablemente más modestos que las del Frente Nacional, tuvo un comportamiento análogo. Comentando el contraste con respecto de las evaluaciones que se hacen de las reformas agrarias colombianas, un gran logro según Hirschman (1963), un gesto insignificante o nocivo según los críticos, Hobsbawm (2018) concluye penetrantemente que “probablemente ambas opiniones sean ciertas. Allí donde no existió un movimiento campesino, la ley era letra muerta; donde sí existió ella envalentonó tanto a los campesinos como a los terratenientes” (p. 235); el texto del líder campesino en este libro coincide con tal evaluación.

			En efecto, desde 1968, el estado promovió un movimiento agrario que adquirió proporciones gigantescas (encarnado en la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos [anuc]) y que participó muy activamente en la distribución de tierras. Parte de ellas fueron compradas, lo que ha sugerido a algunos comentaristas que esto no correspondía a un esfuerzo distributivo; pero, como se vio, esa perspectiva no considera las dinámicas propias del periodo: a menudo, los terratenientes vendían sus fundos al Incora bajo presión, que incluyó frecuentemente la toma de las tierras por parte del movimiento campesino. Aunque la “profundización” de la reforma agraria al calor de esa presión generó efectos muchos mayores que la de 1961 (Villamil Chaux, 2015), finalmente el número de hectáreas distribuidas se quedó corto.

			¿Por qué entonces? Un argumento estándar es que el Frente Nacional era un régimen cerrado y excluyente, con poca representación campesina, lo que explica la mezquindad de sus instintos reformistas. Una vez más, parte de este planteamiento es inobjetable. Según los diseños del Frente Nacional, el estado no podía tener funcionarios (elegidos o nombrados) que no pertenecieran al Partido Liberal o al Partido Conservador. Los partidos de oposición que quisieran ocupar curules en el Congreso lo tenían que hacer a nombre de uno de los dos grandes partidos con derecho de acceso a los puestos. Sin embargo, la intuición de que el régimen cerrado del Frente Nacional no quería o no podía, o ambos, hacer la reforma está expuesta a dos contraargumentos de peso. Primero, ella parte del supuesto implícito de que el cierre político y el social se implican mutuamente, un supuesto liberal de vieja data, que la experiencia histórica ha refutado una y otra vez. En realidad, con respecto a las reformas agrarias las cosas parecerían ir precisamente en la dirección contraria. Albertus (2015) mostró con fuerte evidencia cuantitativa y cualitativa que lo que él llama “autocracias” constituyen ambientes más cómodos para las reformas agrarias que las “democracias”. El modelo de Albertus es probabilístico, así que no constituye una prescripción. No es que en democracia no se puedan hacer reformas agrarias reales (la italiana de la segunda posguerra es uno de los contraejemplos elocuentes que se podrían poner), es que son más difíciles.3 En la otra dirección, resulta claro que el régimen político colombiano era menos cerrado que otros de sus vecinos (Perú y Ecuador), en los que, en efecto, se llevaron a cabo reformas significativas.

			Además, la evidencia disponible hace muy difícil caracterizar la posición de las élites como una de unión en última instancia contra cualquier reforma real. El campesinado no estuvo muy representado durante las discusiones tempranas de la reforma en 1961, aunque hay que decir que la Federación Agraria Nacional (Fanal), que hacía parte de la central sindical Unión de Trabajadores de Colombia (utc), cercana al Partido Conservador y a la Iglesia católica, tuvo una posición frente al acceso a la tierra que fue todo menos inerte. Pero Lleras Restrepo durante su presidencia (1966-1970) creó y promovió la anuc, el mayor movimiento agrario de América Latina en su momento (Zamosc, 1986). Un buen indicador del impacto de esta operación es que estuvo acompañada por un significativo grupo de tecnócratas y burócratas, así como por políticos de gran peso. Y, además, dividió de manera muy significativa tanto a las élites partidistas como a las económicas. El mapa de alineamientos políticos alrededor de la reforma agraria fue durante el Frente Nacional todo menos rectilíneo, una cuestión que una vez más documenta en detalle este libro. Y también de nuevo está lejos de constituir una característica exclusiva del Frente Nacional. Christie (1986) muestra cómo para periodos anteriores las líneas de fractura alrededor de las propuestas de transformaciones agrarias fueron móviles y ambiguas, e incluyeron complejas dinámicas faccionales, regionales y relativas al tipo de economía (por ejemplo, cafetera). Más allá de eso, cualquier macrorreforma implica adoptar riesgos a gran escala y escoger ganadores y perdedores; no es algo que se puedan hacer algunos demiurgos ultrapoderosos en la oscuridad de su laboratorio para engatusar a una opinión pública y a unos actores sociales ingenuos e indefensos (algo que explica muy bien Gramsci, 2018). Solo desde una perspectiva muy estrecha se pueden ver las reformas agrarias frentenacionalistas como un simple acto de puesta en escena.

			En fin, ni teórica ni empíricamente se sostiene muy bien la idea de que el fracaso distributivo de las reformas agrarias se debió al cierre del régimen. Más bien habría que considerar cuidadosamente la relación entre los diseños institucionales de ese régimen político particular y el esfuerzo reformista para identificar hasta qué punto eran o no compatibles, una tarea que está por hacer.4

			El punto resalta la gran importancia de considerar el papel de la intermediación política en los conflictos que llevaron o no a la implementación de las reformas agrarias. Algunas conceptualizaciones sobre el fracaso de la reforma agraria omiten esta dimensión. Por ejemplo, en su texto clásico, Zamosc (1986) plantea que Lleras Restrepo terminó no oponiendo resistencia al desmonte de la reforma por parte de Misael Pastrana Borrero, debido a que por 1972 se habían producido cambios fundamentales en el capitalismo colombiano, que favorecían un desarrollo tipo junker, es decir, basado en grandes cultivos industrializados. La idea, en principio, parece interesante. Pero, en retrospectiva, tampoco parece sostenerse muy bien. Ese trascendental cambio cualitativo en el capitalismo, o en el modelo agrario colombiano, que se dio, según Zamosc, a principio de la década de 1970, es hoy muy, muy difícil de identificar.

			Se defiende mejor el supuesto, que otros trabajos hacen explícito, de que Lleras Restrepo era el “representante de la burguesía industrial”, razón por la cual impulsó la reforma y después se enfrió con respecto a ella. Lleras Restrepo mismo, al menos ocasionalmente, se presentaba a sí mismo como un exponente de “la burguesía progresista”. Pero las cosas por desgracia aquí no son tan rectilíneas. No tenemos absolutamente ninguna evidencia, por ejemplo, de que la agremiación de industriales haya mostrado mucho entusiasmo por la reforma agraria; cuando fue favorable, se mostró bastante tibia. Lo mismo se puede decir de otros “sectores modernos”, como la Federación Nacional de Cafeteros (fnc), que, de hecho, terminó oponiéndose a la reforma agraria. Ni de lejos parece haber dado ninguna señal pública a favor de un activismo como el de Lleras Restrepo. Esto puede deberse a que la estructura de clases de Colombia no separaba bien, aún no lo hace, a industriales y terratenientes. No es algo extraordinario o exclusivamente colombiano. Sabemos que en los países de lo que hoy se denomina el Sur global la diferenciación entre clases altas es mucho menos clara de lo que se supone sucedió en los países capitalistas desarrollados (según los atisbos clásicos de Gerschenkron, 1968). Al menos, algunos industriales, por ejemplo, son o han sido grandes terratenientes. Una buena ilustración en Colombia es Fabio Echeverri Mejía, quien en la década de 1980 sería conocido como la voz cantante de nuestra industria, pero quien durante el Frente Nacional le escribía al gobierno como ganadero exigiendo que se controlara el abigeato.5

			La imputación de “intereses de fracciones de clase” a facciones partidistas, como la que hizo Bergquist (1999) para la guerra de los Mil Días, no parecería, por tanto, llevarnos demasiado lejos; ciertamente, no en este periodo, en el que la economía y la sociedad eran mucho más complejas que a comienzos del siglo xx. Claro, entender los intereses y los conflictos de clase es indispensable para interpretar adecuadamente los conflictos políticos relacionados con las reformas agrarias en general y colombianas en particular. Para poner el ejemplo más obvio, Lleras Restrepo no quería ni podía representar los intereses de ciertos terratenientes. Además, las reformas agrarias del Frente Nacional fueron la expresión de una complicada lucha de clases, que venía de muy atrás (LeGrand, 2016), y que tuvo una relación compleja e inestable con diferentes sectores políticos. Lo que pongo en cuestión no es la centralidad del enfrentamiento entre clases para este tipo de procesos, sino el supuesto implícito de que el análisis pueda establecer razonablemente una relación uno a uno entre partidos, facciones e, incluso, líderes concretos, por una parte, y sectores de clase, por otra. Si esa operación, como creo,6 no se puede hacer, entonces en algún momento hay que poner el foco de atención en las lógicas de la intermediación política. Y durante el Frente Nacional esta no se presta tampoco para una interpretación rectilínea. Esos terratenientes que tan ásperamente se oponían a la reforma de Lleras Restrepo ayudaron a elegirlo como su presidente en 1966 (como se encargaron de recordarle cuando sintieron que la reforma se estaba saliendo de madre; Zamosc, 1986). Si en general las dinámicas de intermediación política no se pueden omitir en la explicación en un país con la estructura de clases y el sistema político altamente clientelista como el nuestro, esto aplica con aún más fuerza (algo de lo que estaba consciente Escobar, 1998).

			Como tampoco se ve muy bien el “nuevo capitalismo agrario” pospacto de Chicoral que creyó atisbar Zamosc (1986). Cierto, Alfonso López Michelsen planteó el “presuntuoso”, en las palabras adecuadas del propio Zamosc, objetivo de que Colombia se convirtiera en el “Japón de Sudamérica”, pero su imaginación con respecto del agro estaba atada a la promoción de la gran ganadería, que, según él, constituía la “esperanza” para el campo (“El breviario Lopista”, 1974, p. 7), algo que lo hermanaba a su amigo y rival Álvaro Gómez Hurtado. Como todos sabemos, esta forma de economía, que por su ineficiencia proverbial es, al menos en principio, el antónimo de la industrialización del campo, desempeñaría un papel protagónico en los terribles conflictos de las décadas subsiguientes (Gutiérrez Sanín, 2020).

			Sintetizando, no parecería exagerado concluir que a estas alturas todavía falta mucho para comprender las razones del fracaso distributivo de las reformas agrarias frentenacionalistas. Hay una literatura de alta calidad que explica cómo se desenvolvió el proceso. Pero las explicaciones actuales sobre su fracaso no parecen sostenerse muy bien. El principal atisbo teórico, proveniente de Albertus (2015), plantea que en la democracia las reformas agrarias son difíciles, lo cual es cierto con particular fuerza durante el Frente Nacional, dado que los dos partidos, por diseño institucional, tomaban decisiones, en esencia, por consenso, lo que daba poderes de veto no solo a fuerzas en el partido, sino también en las facciones (Gutiérrez Sanín, 2007). Hay una gran masa de evidencia que sugiere, asimismo, que, en efecto, tanto los pesos y contrapesos característicos de la democracia liberal como los arreglos consocionales típicos del Frente Nacional dieron a los terratenientes “puntos de veto” y capacidad de bloqueo de la reforma agraria (Hartlyn, 1988). Todo esto cae dentro de la teoría de Albertus (2015), y se puede observar en acción no solo en los debates nacionales, sino también en conflictos regionales y locales. Por ejemplo, el Incora (1973) muestra muy bien cómo las luchas por la tierra de los campesinos sobre el río Sinú fueron minadas por la acción conjunta de agencias de seguridad y el Consejo de Estado, que terminó dándole la razón al terrateniente.

			Pero todo esto genera sus propios desafíos explicativos. Primero, contradice lo que nuestra propia literatura ha estado diciendo durante décadas sobre el cierre del régimen y su correspondiente carácter excluyente que estarían asociados al fracaso de la reforma agraria. ¿Cómo ponemos juntos los dos diagnósticos?

			Segundo, nos obliga también a coordinar y poner juntas dos aserciones que parecen ir en direcciones diferentes. Por un lado, el Frente Nacional fracasó a la hora de generar resultados distributivos. Por otro, fue mucho más exitoso que otros periodos de la historia colombiana a la hora de, al menos, intentar las reformas.7 ¿Por qué los mecanismos que sirvieron para bloquear las iniciativas no pudieron simplemente impedir que se presentaran? Nótese que si los mecanismos contenidos en la proposición x para explicar el fracaso de las reformas no sirven para explicar por qué ellas pudieron siquiera presentarse, aprobarse y promoverse, entonces la proposición no se sostiene. Si digo, por ejemplo, que el Frente Nacional era tan cerrado que eso bloqueó que las reformas se hicieran realidad, ¿por qué entonces algunos líderes las pudieron y quisieron impulsar y sacar adelante, generando efectos reales que produjeron auténtica histeria latifundista en varios territorios?

			Tercero, los alineamientos y cierres para bloquear las luchas campesinas y la reforma agraria descritos no son necesarios; ciertamente, en otros periodos encontramos alineamientos diferentes. LeGrand (1988), por ejemplo, reporta cómo el poder judicial contribuyó en la década de 1920 de manera muy sustancial al acceso campesino a la tierra, ciertamente de manera mucho más sustantiva y radical que la reforma de López Michelsen en 1936. Es posible que en las últimas décadas hayamos presenciado algo análogo. Esto no cabe dentro del modelo de Albertus (2015), y en cambio sí parece muy específico de Colombia (un país donde las luchas violentas han coexistido durante décadas con independencia del poder judicial y competitividad del sistema político).

			Uno estaría tentado a decir que el carácter profiláctico y contrainsurgente de las reformas agrarias del Frente Nacional las limitó. ¿Pero hasta qué punto? ¿Y cómo? Por un lado, algunas reformas profilácticas en el mundo fueron bastante radicales y exitosas (Corea del Sur, Taiwán). Así que profiláctico no quiere decir necesariamente inocuo. Por otro, inocuo verbal no significa necesariamente inocuo factual. A través de su idea de “revolución taimada” (Revolution by Stealth), aplicada a la reforma agraria colombiana, Hirschman (1963) parecía estar planteando que las élites prorreforma prometían una variante inocua del cambio, para prevenir el verdadero, pero que, en realidad, querían hacer exactamente lo contrario: prometer algo sin consecuencias para tener el margen de maniobra que les permitiera implementar cambios reales. Hirschman veía esto con buenos ojos y, de hecho, como lo planteamos en este libro, las peores pesadillas de los terratenientes coincidían con tal visión: reclamaban que les estuvieran proponiendo una reforma agraria de papel para contener la revolución, mientras, en realidad, se promovía esta última. Todo esto nos muestra que la interpretación del signo de la reforma agraria estaba abierta a la disputa y a la intermediación política, lo que corrobora la importancia crucial de esta en cualquier explicación sobre el fracaso distributivo de aquellas.

			Lo mismo se podría decir de los supuestos efectos negativos del fracaso de las reformas agrarias. Hay dos categorías de males sociales que se imputan a este. El primero es que tuvo alguna relación con la guerra civil colombiana que asoló al país entre las décadas de 1970 y 1980 y, al menos, 2016. De hecho, creo que esta aserción es correcta, aunque naturalmente hay que demostrarla. Pero el punto que quiero resaltar es que hay que preguntarse qué tan compatible resulta tal planteamiento con la idea de que las reformas agrarias del Frente Nacional fueron puramente cosméticas. Cada una de las dos ideas (reformas agrarias cosméticas y el fracaso de las reformas agrarias activó el conflicto armado) es creíble por separado; juntas conviven muy mal. ¿Cómo puede el hundimiento de un esfuerzo tan “marginal” tener efectos tan grandes? Es verdad que el orden de magnitud de las causas y de los efectos no tiene por qué coincidir (los problemas chiquitos al menos en teoría pueden terminar generando bloqueos o conflictos en gran escala), pero aun así la pregunta necesita una respuesta específica, no genérica. Hasta donde sé no se ha producido. Sin ella, estamos frente a un dilema: o aceptamos que las reformas agrarias del Frente Nacional no fueron “marginales” en un sentido que se pueda explicar de manera clara y simple, o no estamos habilitados para atribuir al hundimiento de la reforma a través del Pacto de Chicoral consecuencias significativas.

			Por su parte, Gootenberg y Dávalos (2018) encuentran que “miles de campesinos migrantes de Perú, Bolivia y Colombia se convirtieron en las modernas clases de campesinos cocaleros en el período posterior a reformas agrarias dirigidas por el estado, fallidas o en retirada (retreating), es decir, proyectos de colonización modernizadora de medio siglo en el Amazonas” (p. 1). Por tanto, el auge del “comercio de la droga” en los Andes sería un “efecto lateral indeseado” de las reformas. Hay mucho que decir a favor de esta proposición, y en lo que se plantea, en general, en este notable libro. Pero la proposición central que acabo de citar, que recoge el planteamiento de Gootenberg (2016),8 no parece sostenerse. Entre sus varios problemas destaco los siguientes. Primero, como lo advierten los propios autores, no funciona para Ecuador, que también hizo su reforma. Segundo, mete en un mismo saco diferentes reformas agrarias, algunas revolucionarias (la de Bolivia), otras impulsadas desde arriba, pero, en todo caso, masivas (Perú, me parece que también Ecuador) y otras marginales (Colombia). ¿No sería plausible sugerir que sus efectos fueron diferenciales? Tercero, mete en un mismo saco diferentes oleadas y clases de colonización. Antes de que las reformas agrarias del Frente Nacional vieran la luz, en Colombia se habían generado diferentes episodios colonizadores desde los Andes bajo el impacto de la Violencia (véase, entre muchos otros, LeGrand, 1988; González y Marulanda, 1990), o, simplemente, de programas de colonización impulsados por gobiernos conservadores y también por Gustavo Rojas Pinilla, y también por el propio Frente Nacional, antes de que comenzaran a soplar los vientos reformistas (Hirschman, 1963). De hecho, durante el Frente Nacional hubo también una corriente ininterrumpida de migración hacia distintas regiones del país, no promovida por el estado, sino generada por diferentes bonanzas económicas,9 que el Incora (1973) clasificó como “colonización espontánea”, en contraste con la dirigida. Cuarto, mete en un mismo saco las reformas, sus problemas y su desmonte. Pero analíticamente es fundamental distinguir entre los tres: ¿cuál realmente causó el problema?, ¿todos?, ¿quizá solo la reforma?, ¿o su desmonte?, ¿o sus límites? Lo que me lleva al quinto problema: no diferencia entre reformas agrarias y “proyectos de modernización colonizadora”. Sin embargo, los debates del Frente Nacional sí hacían tal diferenciación, lo cual parece eminentemente razonable. Desde el principio, para tomadores de decisiones, analistas, organizaciones sociales y gremios económicos, estaba muy claro que había dos rutas por tomar: una, el camino principalmente redistributivo, repartiendo tierras en el corazón del territorio productivo del país,10 y la otra, promoviendo la colonización. Al principio, Lleras Restrepo y sus socios vieron estas dos vías como compatibles y como formas complementarias de expresar dos énfasis diferentes; después empezaron a notar más claramente sus tensiones mutuas. Pero la colonización sin redistribución fue la posición oficial que adoptaron importantes gremios de la producción y la alternativa que se terminaría imponiendo en Chicoral contra los arquitectos de la reforma.

			En fin, he mostrado que, aunque contamos con importantes atisbos y análisis sobre las reformas agrarias frentenacionalistas, esas explicaciones aún no se han sometido a una criba crítica. Cuando se comienza esa operación, resulta que aún hay mucho por entender, tanto con respecto a las causas de su fracaso como a sus supuestos efectos laterales negativos.

			Efectos indirectos positivos


			En la sección anterior, vimos que ni las razones subyacentes al fracaso de las reformas ni los males sociales que pudieron haber causado están claramente estipulados ni sustentados. Los efectos indirectos positivos están aún más en la penumbra.

			De estos se pueden destacar, al menos, tres. El primero se refiere a las transformaciones en el estado mismo (Acero, 2022a, 2022b). Creo que el punto crucial es que las reformas frentenacionalistas fueron marginales desde el punto de vista distributivo (esto difícilmente se puede cuestionar, aunque sí admite algunas matizaciones), pero no desde el punto de vista político y social. Por el contrario, estuvo en el centro del debate público colombiano durante toda la década de 1960 y buena parte de la década de 1970. Fiscalmente, no tuvo nada de marginal; el director del Incora alguna vez se quejó de que solo había logrado hablar una vez con el presidente Guillermo León Valencia a pesar de estar él (el director) manejando uno de los más grandes presupuestos del país (Villamil Chaux, 2015, p. 44). Desde el punto de vista de la capacidad, creó una agencia que con todos sus problemas y defectos estaba relativamente aislada de las dinámicas clientelistas y claramente tenía, así fuera de manera parcial, una clara identidad articulada a su misión distributiva y a sus auditorios campesinos.

			Pues, en efecto, la interacción entre los liderazgos reformistas y campesinos, un fenómeno de vieja data, tuvo naturalmente la reforma como su gran punto focal, y llegó a su conclusión en gran estilo con la creación de la anuc (algo que describe y analiza en detalle Machuca Pérez, 2022). Dada la historia del país, es mejor no naturalizar o banalizar esta interacción fluida entre políticos, funcionarios, líderes sociales y bases campesinas alrededor de un objetivo distributivo claro, que terminó en llamados más o menos abiertos a que los campesinos tomaran las tierras para dinamizar la reforma (como está tan bien y claramente narrado en Zamosc, 1986, y Escobar, 1983). Vale la pena recordar que los contemporáneos no incurrían en tal naturalización: la idea de que el Incora le hacía el juego al comunismo fue un motivo muy importante en los debates del periodo (Díaz Callejas, 1970; Escobar Sierra, 1972). Desde la perspectiva actual, la confluencia entre una poderosa agencia estatal y la movilización social (convergencia que, al menos, durante un periodo corto y en ciertas regiones se articuló también alrededor de las tomas de tierras) parece, de hecho, algo bastante sorprendente.

			Por consiguiente, y en segundo lugar, las reformas agrarias del Frente Nacional transformaron profundamente las organizaciones sociales. Al contrario de lo que sucedió con otras organizaciones y redes generadas por el Frente Nacional, como las juntas de acción comunal (jac), cuyo impacto en la vida cotidiana de comunidades rurales y urbanas, en todo caso, fue y sigue siendo muy alto, la presencia de la política tradicional en la anuc fue apenas marginal. Y si grupos de izquierda predominantemente maoístas y trotskistas (Escobar, 1983; Zamosc, 1986) terminaron enrojeciéndola por arriba, trayendo a su seno multitud de luchas faccionales y de posiciones doctrinarias destructivas, la división más profunda se produjo durante el declive de las reformas, cuando el gobierno de Pastrana Borrero comenzó a promover la llamada “línea Armenia” a costa de la “línea Sincelejo”, más comprometida con las luchas campesinas.

			En tercer lugar, todo esto estuvo asociado a un tipo de debate político nacional que el país no volvió a contemplar: la construcción y ampliación de las capacidades del estado a través de la inclusión social a gran escala y el crecimiento económico. Tienen razón Gootenberg y Dávalos (2018) al subrayar que hacía parte de un proyecto modernizador característico en un periodo que algunos han llamado, precisamente por la confluencia de un crecimiento económico vigoroso y la inclusión social, la “edad de oro” del capitalismo. Que tal programa no se pueda reproducir mecánicamente después de décadas de cambio tecnológico y de reformas neoliberales es algo que está muy claro (véase, por ejemplo, Milanovic, 2021). Pero esto no implica que se pueda considerar simplemente passé, entre otras cosas, porque la economía política del desarrollo global ha estado y está en proceso de debate y flujo constante (Joon-Chang, 2010; Rodrik, 2011); de hecho, precisamente que sea un contexto diferente del que vivimos hace más, y no menos, importante entender a qué se podía aspirar entonces desde el punto de vista de la inclusión social para reflexionar a qué se puede aspirar hoy (por qué, cómo y en cuál marco institucional).

			En general, este libro muestra que la situación de los reformistas del Frente Nacional se puede plantear en los siguientes términos. Por una parte, enfrentaban dos restricciones fundamentales. Ante todo, el Frente Nacional era un régimen consocional (Hartlyn, 1988), que sus arquitectos llamaban “de convalecencia democrática”, en el cual el poder se repartía cuidadosamente entre los dos partidos y se favorecía el consenso sobre la toma de decisiones unilateral por una sola fuerza (Gutiérrez Sanín, 2007). Esto sacó del juego a actores que podían haber contribuido al dinamismo de las reformas. Pero, además, recuérdese que Albertus (2015) ha planteado que las democracias liberales son escenarios difíciles para las reformas agrarias porque abrigan todo un sistema de pesos y contrapesos que da a los enemigos de las reformas diferentes capacidades institucionales para bloquearlas o diluirlas. Un régimen consocional lleva esta situación al paroxismo, pues todas las iniciativas deben ser negociadas con los socios. Encontramos los efectos de esto desde muy temprano en el Frente Nacional. No por casualidad Lleras Restrepo se refería al “difícil” proceso parlamentario que tuvo la reforma de 1961 (Villamil Chaux, 2015). Pero la capacidad de sabotaje de la reforma por parte de un sector de las élites económicas y políticas no aparece solo en el parlamento. También se expresa en las mismas instituciones que debían llevar a cabo la reforma, comenzando por el Incora mismo, en cuya directiva tenían asiento terratenientes, gremios y partidos (Carranza et al., 2022).

			Los reformistas también tenían que vender la reforma como un buen instrumento profiláctico, contrainsurgente. La convicción de que la inclusión social prevendría eventos como la Revolución cubana hacía parte del formato mental de un sector importante de la dirigencia política frentenacionalista, aunque ni siquiera el lugar común se sostiene tan claramente: una figura como López Michelsen podía mantener un cierto coqueteo con Cuba y aceptar comunistas en sus listas electorales, mientras trataba de sabotear sistemática y abiertamente la reforma del Frente Nacional. Pero el punto básico es que, contrariamente a la idea de que las élites estaban muy bien acomodadas en el Frente Nacional, porque sabían que todo terminaría siendo muy inocuo, lo que encontramos es una oposición agresiva, a veces francamente histérica, a las reformas que se estaban gestionando en él (Zamosc, 1986, reporta que un periódico conservador denunció la presencia comunista en la reforma agraria debido a que encontró que un campesino trabajaba con un azadón de origen checoslovaco). En un marco institucional que favorecía el consenso, ganar aliados era crucial y a la vez difícil. Atraer, por ejemplo, a la facción ospinista del Partido Conservador a una posición prorreforma implicaba construir un discurso creíble a partir de una de las dicotomías características del periodo: o reforma o revolución.

			Los desenlaces posibles eran, en realidad, tres: estancamiento (el famoso “inmovilismo” que constituiría según los contemporáneos uno de los principales aspectos negativos del Frente Nacional), reforma o revolución. Los enemigos y los aliados maliciosos de la reforma pudieron estorbarla de muchas maneras, a lo que contribuyó el propio diseño de las reformas agrarias. Esto se manifiesta de manera particularmente clara en la duración prohibitivamente larga de los procesos agrarios y de todo el esfuerzo reformista, que estaba, al menos, implícita en el diseño de 1961 y que se justificaba con la tradición gradualista del país y con la naturaleza democrática de la reforma. Según carta enviada por el gerente del Incora en 1962, “el programa de reformar la actual estructura agraria del país requerirá un largo periodo de tiempo” (“La reforma agraria demanda largo tiempo, dice Peña”, 1962b). Si hay algo desde el lado negativo que enseñan las experiencias del Frente Nacional es que esto termina siendo la tumba de cualquier reforma. Las demoras en la asignación de las tierras impacientaron a los campesinos, y crearon un estado de debate permanente de los derechos de propiedad que creaba las condiciones para el “envalentonamiento de los terratenientes” y que a la vez minaba las condiciones que pudiera haber a favor de la reforma en diferentes territorios.

			Pero la historia no termina aquí porque, como sabemos, para salir de esa trampa los reformistas crearon la anuc y promovieron las tomas de tierras. Sin embargo, lo hicieron en un contexto en el que la duración de los procesos agrarios seguía siendo significativa y en el que las invocaciones a la gradualidad para conservar a los aliados entre las élites económicas y políticas seguía teniendo mordiente.

			Nótese cómo los reformistas del Frente Nacional terminaron cayendo en una trampa. Para impulsar una reforma que tuviera algo de genuino en un contexto institucional como ese, requerían la movilización popular, algo de lo que Lleras Restrepo terminó convenciéndose. Y como documentan Zamosc (1986) y Escobar (1983) siguió el camino de desatar la movilización desde abajo de manera decidida. Pero para “vender” la reforma a sus socios conservadores y gremiales tenían que plantearla en términos antisubversivos y profilácticos, que se fueron volviendo cada vez menos creíbles a medida que la movilización campesina se hacía más intensa. Esta contradicción, en esencia insoluble en esos marcos institucionales, puede decir mucho sobre los modestos resultados distributivos de las reformas agrarias del Frente Nacional, así como por qué el impulso reformista terminó encallando en el Pacto de Chicoral.

			Pero la moneda tiene otra cara. Sumadas, las dos reformas agrarias del Frente Nacional, con todo y sus enormes limitaciones, parecen haber repartido más tierra que cualquier intentona posterior (y quizá incluso posterior, salvo probablemente la Constitución Política de 199111). La llamada reforma agraria de mercado bajo el gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1998) fue un abyecto fracaso distributivo (aunque también dejó importantes saldos positivos institucionales). La rri del acuerdo de paz de 2016 no ha producido hasta el momento ningún efecto visible desde el punto de vista de la redistribución; fue saboteada continuamente por una miríada de fuerzas políticas, pero ya su planteamiento inicial era bastante más modesto que el del Frente Nacional (Gutiérrez Sanín, 2020).

			Por tanto, la evaluación sobre el fracaso de las reformas agrarias del Frente Nacional se puede pensar de manera un poco menos rectilínea. Ellas terminaron en un fracaso político: muchas de sus medidas centrales se reversaron o desnaturalizaron. También fueron marginales distributivamente, en comparación con lo que sucedió en Bolivia, Perú e, incluso, Ecuador. Pero, en relación con lo que sucedió en Colombia antes y después (Hirschman, 1963), resultan bastante respetables. Crearon un importante marco institucional. Desplegaron un movimiento social campesino que, en su momento, fue el mayor en el continente. Y distribuyeron poco, pero algo.

			Siguiendo esa línea de razonamiento, en realidad, debemos producir proposiciones que respondan simultáneamente a dos preguntas: ¿por qué distribuyeron tan poco en relación con reformas agrarias no marginales en otras partes del mundo? Pero también ¿por qué lograron distribuir tanto en relación con otras experiencias colombianas? Correlativamente, ¿por qué terminaron en la terrible derrota política del Pacto de Chicoral? Y, a la vez, ¿por qué lograron poner el problema de la concentración de la tierra en uno de los primeros lugares de la agenda del debate nacional?, ¿por qué crearon e impulsaron un movimiento campesino de esa magnitud? y ¿por qué transformaron al estado como lo hicieron?

			Este libro sugiere que responder a estas preguntas implica entender que los reformistas del Frente Nacional no solo enfrentaron restricciones, sino que también contaron con significativas ventajas y recursos que reforzaron sus propósitos. Y, a veces, no solo heredaron las condiciones apropiadas para impulsar el programa reformista, sino que también tuvieron la inteligencia de creárselas. El país, en realidad, contaba con una vigorosa tradición de reformismo agrario, tal como han documentado muchos autores (comenzando por Hirschman, 1963); esa tradición encarnó en figuras destacadas, que incluían diferentes categorías cruciales y que atravesaban diferentes fronteras políticas. Por ejemplo, encontramos tecnócratas tempranos (la figura señera de Alejandro López es la ilustración inevitable; Mayor Mora, 2001) y líderes sociales fogueados en todas las plazas (como Juan de la Cruz Varela; Londoño Botero, 2011). Pero también a políticos de izquierda, asociados al Partido Comunista y a la izquierda del Partido Liberal (como el propio Juan de la Cruz, entre otros muchos), a liberales moderados e, incluso, a algunos conservadores. Los azules no produjeron ningún corpus doctrinario prorreforma; es difícil encontrar siquiera un texto por parte de ellos que desarrolle ideas en esa dirección. Pero Fanal, la asociación agraria de la utc, promovía firmemente la redistribución y el acceso a la tierra por parte de los campesinos, y el primer ministro de Agricultura de Pastrana Borrero, J. Emilio Valderrama, estuvo genuinamente alineado con la reforma, lo suficiente como para renunciar a ella cuando percibió que el gobierno estaba adoptando una posición hostil frente a ella.

			Lleras Restrepo, que estuvo en el centro de las intentonas reformistas del Frente Nacional, encarna bastante bien esto. Formado en las huestes del centrismo liberal de Eduardo Santos (Gutiérrez Sanín, 2017), a menudo enfrentado a Jorge Eliécer Gaitán, cercano a los industriales, estuvo desde el principio y sin interrupción del lado del reformismo agrario. Como Alejandro López, tenía una visión técnica en detalle de cómo llevar a cabo las transformaciones agrarias, pero lo combinaba con un conocimiento igualmente meticuloso de la política.

			Como muestra Acero (2022), todo esto vino junto con la creación de un sector profesional y técnico que serviría a las transformaciones agrarias que se estaban planteando (véase también Gutiérrez Sanín y Acero, 2017). Haber contado con una tecnocracia muy seria favorable a las transformaciones agrarias y responsable frente a auditorios campesinos fue extremadamente importante. El país no volvió a tener esto: las destrezas fueron desmontándose gradualmente y la tecnocracia fue gradualmente orientándose en otra dirección.

			El movimiento campesino, que también contaba con una tradición muy larga en las luchas por la tierra, fue desarrollando toda una tecnología eficaz de desarrollo de la reforma. Por ejemplo, para las tomas de tierras (Gutiérrez Sanín et al., 2022), pero también para pactar con diferentes fuerzas sociales y políticas en el territorio. La anuc se convirtió, igualmente, en una incubadora de liderazgos campesinos (muchos de los cuales fueron destruidos posteriormente de manera muy violenta).

			Un último aspecto institucional que quisiera destacar es que los reformistas del Frente Nacional tuvieron la capacidad de poner en cuestión ciertos derechos de propiedad sin desestabilizar la economía ni destruir los complejos arreglos prorreforma que subsistieron durante un largo periodo. Esto fue extraordinariamente importante. Los derechos de propiedad de los terratenientes colombianos estuvieron durante décadas bajo una triple sospecha: haber sido obtenidos a través de la trampa y la violencia, ser improductivos y haber generado una desigualdad abusiva y desestabilizadora. En la década de 1920, tanto juristas conservadores como reformistas liberales tomaron medidas para proteger el acceso de los campesinos a la tierra (Gutiérrez Sanín, 2017; LeGrand, 1988). Estas tradiciones y debates se cruzaron durante el Frente Nacional con otras circunstancias favorables. La Alianza para el Progreso proporcionó a los transformadores y a los campesinos no solo un ambiente internacional favorable (una neutralidad benévola de los Estados Unidos frente a macrorreformas), sino también una argumentación que sirvió para presentar frente a la opinión potenciales aliados y la incipiente tecnocracia (ya para dirigirla, ya para crearla), guías que permitieran debilitar los derechos de propiedad de los hacendados sin poner en riesgo la economía en su conjunto. Esas ideas y proposiciones también sirvieron para tratar de crear un movimiento convergente entre el estado central y los campesinos, alterando balances regionales de poder, pero, a la vez, manteniendo formas de intermediación firmemente establecidas en el sistema político colombiano.

			Esto, naturalmente, no sucedió sin que hubiera una reacción por parte de los hacendados y sus redes de amigos políticos. Por ejemplo, el conservatismo laureanista planteó que el ataque a la propiedad terrateniente constituía una fractura irreparable de la civilización cristiana (“Liberalismo y comunismo”, 1962a), que la tierra no estaba tan concentrada en Colombia como en otros países latinoamericanos (“Angustia e inquietud en la agricultura: sac”, 1971; Uribe Misas, 1962) y que el estado era el principal latifundista del país. Correlativamente, intentó presentar la reforma agraria como un gran complot centralista y andino (y al Incora como una agencia que asustaba por lo que tenía de injerencia de un actor externo en un mundo regional autorregulado). No se pueden plantear a la distancia de décadas esas ideas, a veces formuladas de manera casi idéntica, hasta en la terminología, sin una mínima evaluación crítica de lo que significaron en su momento.

			Como fuere, los reformistas del Frente Nacional y la base campesina contaron con la posibilidad de poner en cuestión derechos de propiedad, de plantear expropiaciones e invasiones, en nombre de un bien mayor (fuera la estabilidad y la prevención del comunismo, el desarrollo, el crecimiento económico, la inclusión social, o una combinación de algunos de los anteriores factores). Esto, en un contexto de crecimiento económico y de holgura fiscal (Marín, 2022), fue un ámbito particularmente favorable para plantear opciones reformistas.

			Experiencias reformistas


			¿Cómo se lograron hacer los pocos o muchos cambios que finalmente el Frente Nacional sacó adelante? Las ciencias sociales colombianas han mostrado un desinterés significativo por el “cómo” de los cambios sociales positivos (pocos o muchos, pequeños o grandes). Nuestro acumulado desde el punto de vista de los éxitos de inclusión social a gran escala es tan parco, como lo sugiere el resultado agregado hoy día, que deberíamos desarrollar una sensibilidad mucho mayor en este terreno particular. La tendencia de los transformadores de hoy a mirar por encima del hombro a los de ayer ha tenido un impacto muy negativo, agregando a todos los límites y las restricciones de carácter social, político e institucional que tienen los proyectos de inclusión otros no despreciables de carácter cognitivo. Sobre esto sostenía Hirschman (1963):

			Esa práctica [la de ignorar o devaluar a los reformistas de ayer] se vuelve peligrosa solamente en la medida en que las experiencias que se desprecian o se ignoran contienen información útil y elementos que contribuyeron a un avance incipiente y parcial. En este último caso, negar la existencia de esfuerzos pasados que hayan generado resultados positivos (en lugar de negativos o neutros) significa encerrarse en un lugar desde el que no se pueden percibir señas y atisbos emergentes [a favor de la reforma] ni obtener confianza adicional en las capacidades de cambio que se tengan. (p. 246)

			En el caso de las reformas agrarias, estamos en la zona de peligro por cuenta de los dos criterios. Otra razón fundamental para reabrir el caso. Es inevitable concluir que, al menos en algunos sentidos críticos, el Frente Nacional logró algunos éxitos importantes. Esta aserción deja de sonar blasfema cuando se divide la evaluación de su desempeño reformista, como creo que se debiera, en dos grandes categorías: la capacidad de obtener resultados (el gran foco de atención en la literatura) y la sostenibilidad de estos últimos (que naturalmente depende en parte de periodos posteriores). Es en el segundo renglón donde realmente el Frente Nacional pierde la asignatura de manera catastrófica. Casi todos sus éxitos resultaron reversibles. El Incora fue desnaturalizándose hasta el desmonte a manos de Álvaro Uribe Vélez y su reemplazo por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), que terminó, en buena parte, cooptado por los paramilitares y otras modalidades de criminalidad organizada. Según Escobar (1998), las posibles transformaciones políticas generadas por el movimiento campesino resultaron también insostenibles. El trabajo de atracción de distintos sectores tradicionales para obtener, al menos, su neutralidad benévola frente a la reforma terminó en una reacción apasionada de las élites (esa sí cercana a la unanimidad) contra ella, expresada a través del Pacto de Chicoral. Todo esto sugiere que hubo una contradicción profunda entre la naturaleza de las coaliciones que construyó el Frente Nacional y el estilo de movilización al que tuvo que apelar dadas las restricciones que enfrentaba (Gutiérrez Sanín et al., 2022).

			Con respecto a sus éxitos y fracasos impulsando la redistribución de la tierra y el acceso de los campesinos a ella, se puede hacer un balance preliminar, aunque habría mucho más por decir. Primero, el Frente Nacional logró crear una agencia central reguladora, el Incora, con músculo burocrático y con capacidades. Segundo, creó y fortaleció una tecnocracia con conocimiento profundo de los problemas agrarios, que, eventualmente, entraría en contacto con el mundo campesino. Tercero, generó e impulsó una significativa movilización de este. Cuarto, puso la distribución de tierras en el centro del debate político nacional. En el saldo negativo, las propuestas de reformas no tuvieron continuidad, porque los dos gobiernos conservadores estuvieron poco interesados en la reforma. Los arreglos consocionales dieron a los sectores hostiles gran poder dentro de las instituciones que se supone la impulsarían (incluido el Incora). Esto se expresó operacionalmente en unos procesos agrarios extravagantemente demorados (Villamil Chaux, 2015). Las compras de tierras, no necesariamente un mal dispositivo, en la medida en que permitían a los hacendados reconvertirse, se dieron a precios que a menudo eran inflados.

			Todo esto advirtiendo que aún carecemos de un balance completo de cuándo y cómo los campesinos ganaron el acceso a la tierra durante el Frente Nacional.

			Los capítulos


			He defendido desde tres puntos de vista básicos (explicaciones insuficientes, la existencia de efectos laterales positivos y la necesidad de no mirar por encima del hombro los logros de los reformistas del pasado) la pertinencia de reabrir el caso con respecto a las reformas agrarias del Frente Nacional. Los capítulos que el lector encontrará lo hacen con gran sentido del detalle desde diversas perspectivas.

			Francy Carranza Franco, Alexandra Gómez Peñuela, William Esteban Ospina Garrido y  María Mónica Parada Hernández analizan cuidadosamente las restricciones institucionales de las reformas agrarias del Frente Nacional. Entre los muchos aportes clave de su contribución, está la reconstrucción cuidadosa y detallada del marco institucional bajo el que operaron. Margarita Marín Jaramillo hace una labor de reconstrucción directa y clara: muestra que, contrariamente a las expectativas, incluso de algunos partidarios de las reformas agrarias, estas no generaron desestabilización macroeconómica. Recuérdese que, pese a la modestia de los resultados distributivos, el Frente Nacional recorrió un amplio camino en la dirección de movilizar al campesinado para generar efectos reales, incluso llamados apenas velados a favor de la toma de tierras. Camilo Acero muestra cómo las reformas agrarias sirvieron para transformar al estado colombiano, y en particular para crear una agencia, el Incora, cuyas dinámicas estuvieron en buena parte protegidas del clientelismo tradicional. Se trata de un estudio cuidadoso, que aporta elementos teóricos y empíricos para entender la relación entre la ampliación (o no) de las capacidades estatales en reformas sociales incluyentes a gran escala. Diana Ximena Machuca Pérez, por su parte, estudia todo el proceso de la creación de la anuc (los ajustes institucionales y el trabajo en terreno que esto implicó) y la confluencia entre demandas campesinas y ciertas ideas fuerza abrigadas por élites políticas que tenían el poder ejecutivo. Rocío del Pilar Peña Huertas, Alejandro Abondano Romero, Luis Enrique Ruiz González y Santiago Zuleta Ríos analizan la forma en que el Frente Nacional afectó los derechos de propiedad para impulsar sus reformas. Recogen temas muy relevantes que han quedado fuera de la atención académica, pero que en estos años han adquirido relevancia (y se ha de esperar que la mantengan): el uso de figuras como extinción de dominio, expropiación y adjudicación. Junto con Paula Alejandra Villamil Castellanos y Emily Johana Pedraza Norato estudiamos la relación entre las tomas de tierras y, por tanto, de una de las afectaciones más directas posibles a los derechos de propiedad, las coaliciones políticas y la relación entre nación y territorios. Acero analiza el camino que condujo de la reforma a Chicoral, mostrando cuánto peso tuvo en él el faccionalismo de los partidos tradicionales. Cierra el libro una entrevista con el destacado líder campesino sucreño José Rivera, que da una visión panorámica de los sucesos que siguieron al entierro de la reforma, incluida la “violencia revanchista” contra las organizaciones campesinas de todo el proceso. El libro incluye también una cronología básica de la trayectoria del Frente Nacional.

			Creo que este conjunto de trabajos es bastante contundente a la hora de mostrar que, en efecto, hay un caso por reabrir, y en explicar el porqué y el cómo de ese caso. Naturalmente, no agota, ni pretende hacerlo, la agenda de investigación que implica pensar las reformas agrarias realmente existentes, sus límites y sus aportes.

			Lo que, a su vez, me lleva al último punto de esta presentación. Aquellos reformistas que quieran pensar hoy procesos a gran escala de inclusión social en el campo colombiano no pueden ni deben evadir la redistribución y el acceso a la tierra. Es bien conocido que el conflicto armado generó una concentración de la tierra gigantesca, a sangre y fuego (aunque puedan variar, a veces bruscamente, los estimativos de cuánta tierra pasó de manos de campesinos a las de acumuladores con acceso a grandes medios de violencia, los perfiles generales del proceso están bien definidos). Vivimos en un país muy distinto al del Frente Nacional, entre otras cosas porque es mucho más urbano. Contrariamente a cierto lugar común, empero, ya hace casi una década la encuesta del Observatorio de Tierras (Gutiérrez Sanín y Marín, 2014) sugería que la simpatía por diversas formas de redistribución agraria sigue viva en el país, y que, incluso, atraviesa diversas barreras políticas y territoriales que algunos tienden a ver como infranqueables. Claro, estas cosas están en permanente flujo, pero sería necesario ver hasta dónde han cambiado.

			¿Cómo se puede en esas nuevas condiciones superar las barreras sociales, políticas e institucionales para generar un proceso de inclusión social significativo en nuestro mundo agrario? Esa pregunta tiene mérito en sí, pero también tiene derivaciones políticas (no es claro que sin esa inclusión sea posible la proverbial paz estable y duradera) y productivas fundamentales (las reformas agrarias son un punto focal de convergencia entre productividad e inclusión; véase, entre otros muchos, a Lipton, 2009). ¿Cómo romper los círculos viciosos y solucionar los dilemas que enfrentaron los dirigentes frentenacionalistas? Hoy tenemos más recursos, en un país política y socialmente mucho más abierto, pero, a la vez, es probable que enfrentemos problemas más intrincados, y mucho más envenenados, entre otras cosas por esa violencia revanchista y la victimización absolutamente masiva del campesinado en las últimas décadas. El libro que tiene el lector en sus manos intenta plantear la urgencia y la importancia de estos interrogantes, y llenarlos de contenido.

			Para terminar, este esfuerzo colectivo necesitaría una lista de agradecimientos tan extensa que sería imposible de completar dentro de límites razonables de tiempo y de espacio. Para no incurrir en omisiones injustas, la omitimos. Baste con destacar el estupendo trabajo tanto del equipo editorial de la Universidad del Rosario como de Carolina Crosby, quien desde el Observatorio de Tierras coordinó la versión final del libro.
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					1	Excluyo la de Hirschman (1963), marcada por el optimismo característico de este autor, que, en este caso, resultó exagerado, tal y como lo señala Villamil Chaux (2015). Además, Hirschman observó el proceso mientras se desarrollaba, así que no quiso ni pudo hacer una evaluación completa de sus resultados.

				

				
					2	A mi juicio, de lejos el mejor.

				

				
					3	Es bueno recordar esto con alguna frecuencia, porque varios, incluido el propio Albertus (2015), parecen olvidarlo con cierta frecuencia.

				

				
					4	Y que por supuesto no puede llevar a cabo el modelo probabilístico de Albertus (2015).

				

				
					5	Archivo General de la Nación, Carta de Fabio Echeverri Correa al ministro de Gobierno Joaquín Vallejo Arbeláez, 28 de septiembre de 1970.

				

				
					6	Nadie menos que Gramsci (2018) establecía que tampoco se podía hacer una operación de ese tipo en el mundo de las ideas. Y las reformas, sobre todo las inclusiones sociales macro, inevitablemente pasan por el mundo de las ideas.

				

				
					7	Es claro que las intentonas de redistribución o, al menos, de ampliar el acceso campesino a la tierra no desaparecieron con el fin del Frente Nacional, aunque sí “hibernaron” largo tiempo después de Chicoral.

				

				
					8	Otro libro estupendo.

				

				
					9	Por ejemplo, la petrolera; antes y durante el Frente Nacional las concesiones de tierras a las empresas petroleras fueron enormes. Para el periodo anterior, véase Vega Cantor y Aguilera Peña (1995). Para el Frente Nacional y la Junta Militar que lo precedió, se encuentran evidencias de concesiones masivas de tierras a petroleras. Por ejemplo, Consejo de Ministros, “Correspondiente a la sesión del 26 de febrero de 1958”, Archivo del Consejo de Ministros, 1958. Revisando otras actas de dicho consejo, parece que esas concesiones eran todo menos que infrecuentes.

				

				
					10	La posición que terminó triunfando en Perú, Bolivia y Ecuador.

				

				
					11	Algo que de nuevo pondría en cuestión la aplicación mecánica del marco de Albertus (2015) al contexto colombiano.
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